
Bogotá, julio de 2020 
 
 
 
Señor Juez 
JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE LA MESA 
E. S. D. 
 
 

Referencia: Solicitud nulidad Audiencia 
Proceso: 2015 – 00265 

 
 
FERNANDO RUIZ ACOSTA, reconocido dentro del proceso en mi calidad de apoderado de 
la demandante, de manera atenta solicito la nulidad de la audiencia celebrada el pasado 25 
de julio de 2020 a las 9 a.m., con base en los siguientes hechos y fundamentos: 
 
1. En el sistema de información de la rama judicial NUNCA se reportó como hora de 

audiencia las 9 de la mañana, toda vez que el auto del 8 de julio notificado mediante 
estado del 9 de julio, estableció que la audiencia se celebraría el 25 de julio, día no hábil 
por demás, a las 10 am. 

2. El Despacho, sin previo aviso y sin notificar a las partes y sus apoderados, modificó la 
hora de la audiencia, y vulnerando el derecho fundamental al debido proceso, celebró 
la audiencia a las 9 am, sin haber notificado de este hecho a las partes y sus apoderados. 

3. De conformidad con el mismo auto del 8 de julio, en mi calidad de apoderado de la 
demandante dentro del proceso de ls referencia, envié correos electrónicos al juzgado, 
informando mi correo electrónico y el número de celular al que podían notificarme, 
adicional a presentsr mi objeción al dictamen pericial puesto en conocimiento. Esto es, 
que dispuse todo para que el Despacho, pudiera notificarme de cualquier actuación, 
adicional a intentar comunicarme muchas veces al número de teléfono del Despacho 
que aparecía en el auto ya citado 

De conformidad con múltiples pronunciamientos de la H Corte Constitucional, en relación 
con el derecho fundamental al debido proceso y la información que aparece registrada en 
el sistema de información de la rama judicial, los datos que aparecen en este último deben 
considerarse ciertos y en tal sentido la Audiencia ha debido celebrarse el 30 de agosto y la 
que se celebró el pasado 7 de junio carece de validez porque las partes no fuimos 
notificadas oportunamente acerca de la misma y por eso no pudimos asistir. Baste citar 
como fundamento apartes de la sentencia T 686 de 2007, así: 
 



“14.  De acuerdo a las definiciones establecidas en el artículo 2 de la Ley 5271, no cabe duda 
que la información sobre el historial de los procesos que aparece registrada en los 
computadores de los juzgados tiene el carácter de un “mensaje de datos”, por cuanto se trata 
de información comunicada a través de un medio electrónico, en este caso la pantalla de un 
computador que opera como dispositivo de salida.  Asimismo, la emisión de este tipo de 
mensajes de datos puede considerarse un “acto de comunicación procesal”, por cuanto a 
través de ella se pone en conocimiento de las partes, de terceros o de otras autoridades 
judiciales o administrativas las providencias y órdenes de jueces y fiscales en relación con los 
procesos sometidos a su conocimiento2.  Finalmente, es claro que los sistemas informáticos 
utilizados por los despachos judiciales para generar, enviar, archivar o procesar tales 
mensajes de datos configuran un “sistema de información” para los efectos de la Ley 527.  
 
15.  La progresiva implementación de este tipo de mecanismos por parte de la rama judicial 
responde a la finalidad de hacer más eficiente el cumplimiento de sus funciones, 
racionalizando el uso del tiempo por parte de los empleados y funcionarios judiciales, pues 
con ayuda de aquellas herramientas se espera disminuir el volumen de usuarios que demanda 
el acceso directo a los expedientes.  Igualmente contribuye a la publicidad de las actuaciones 
judiciales, al disponer de un sistema de información que permite conocer a los ciudadanos la 
evolución de los procesos en cuyo seguimiento estén interesados.  En definitiva, el recurso a 
estos sistemas de información constituye una herramienta que facilita a la administración de 
justicia el cumplimiento eficiente de sus cometidos, en particular de su deber de dar 
publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que facilita a los ciudadanos el acceso a la 
administración de justicia. 
 
16.  Tan loables propósitos sólo se satisfacen si los datos registrados en dichos sistemas 
computarizados tienen carácter de información oficial, de modo tal que puedan generar 
confianza legítima en los usuarios de la administración de justicia.  De lo contrario, la 
implementación de tales sistemas además de no contribuir a lograr mayores niveles de 
eficiencia, publicidad y acceso a la administración de justicia, puede incluso resultar 
contraproducente  para alcanzar tales fines. 
 
Si, no obstante destinar recursos financieros y tiempo de trabajo de los empleados judiciales 
encargados de alimentar el sistema que contiene el historial de los procesos, se considera que 
su consulta no releva a los usuarios de la administración de justicia de la revisión directa de 
los expedientes, es evidente entonces que la implementación de tales medios tecnológicos no 

                                                      
1 Recogidas en el artículo 1, literales i) y j) del Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura No. PSAA06-3334 de 2006, en los siguientes términos: Mensaje de Datos: Es la información 
generada, enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como  el 
correo electrónico e Internet.  Para efectos de la aplicación de este acuerdo la noción de mensaje de datos no 
aplica a documentos enviados vía fax.  Sistema de Información: Es todo sistema utilizado para generar, enviar, 
recibir, archivar, conservar o procesar de alguna otra forma mensajes de datos.  
2 El artículo 1, literal a) del Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura No. PSAA06-
3334 de 2006, define los “Actos de Comunicación Procesal” como “todos aquellos actos o actividades de 
comunicación definidas en la ley, que ponen en conocimiento de las partes, terceros o de otras autoridades 
judiciales o administrativas, las providencias y órdenes del juez o del fiscal, relacionadas con el proceso, así 
como de éstos con aquellos”. 



sólo pierde su razón de ser, sino que además entorpece el logro de las finalidades que con 
ellas se persiguen:  por un lado, torna ineficiente la utilización de los recursos financieros y 
del tiempo de trabajo de los funcionarios.  Por otra parte, representa un obstáculo adicional 
para los usuarios de la administración de justicia, al aumentar el tiempo que han de invertir 
y los filtros que deben sortear para acceder a la información y revisar los procesos de su 
interés.  Como puede constatar quien acude a los despachos judiciales de las principales 
ciudades del país para indagar por la suerte de un proceso, tras la implementación de estos 
sistemas de información, ahora los ciudadanos deben esperar el turno para consultar los 
computadores; deben esperar además para ser atendidos por los empleados judiciales 
encargados de mostrarles el expediente, quienes en ocasiones condicionan el acceso al mismo 
a que aparezca alguna nueva actuación en la pantalla del computador.   
 
Si a todo lo anterior se añade el que dicha información puede ser una potencial fuente de 
error, porque las autoridades judiciales no se hacen cargo de la veracidad de los datos 
registrados en los computadores de sus despachos, relacionados con el historial de los 
procesos sometidos a su conocimiento, la consulta de tales sistemas de información ya no 
sólo deviene inútil sino incluso peligrosa para los usuarios de la administración de justicia, 
pues en caso de que decidan acudir a las pantallas deben asumir la tarea adicional de 
constatar la veracidad de la información en ella suministrada.  Bajo estas condiciones, no 
cabe duda que resulta más racional para los ciudadanos ahorrarse el tiempo de filas y de 
consulta de los sistemas computarizados de los juzgados y volver, como antes, a congestionar 
las barras para requerir de los empleados judiciales el acceso directo a los expedientes.  
Siendo así, se habrán dilapidado recursos valiosos y escasos sin haber ganado nada en 
términos de eficacia, publicidad y facilidad en el acceso a la administración de justicia.    
 
En definitiva, la utilización de los sistemas de información sobre el historial de los procesos y 
la fecha de las actuaciones judiciales sólo se justifica si los ciudadanos pueden confiar en los 
datos que en ellos se registran.  Y ello puede ocurrir siempre y cuando dichos mensajes de 
datos puedan ser considerados como equivalentes funcionales de la información escrita en 
los expedientes. 
 
(…) 
 
24.  Del examen anterior puede concluirse que, de acuerdo a la legislación vigente y a la 
interpretación que ha hecho de ella la jurisprudencia constitucional en sentencias de 
constitucionalidad con efectos erga omnes, los mensajes de datos que informan sobre el 
historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de 
los computadores dispuestos en los despachos judiciales para consulta de los usuarios, 
pueden operar como equivalente funcional a la información escrita en los expedientes, en 
relación con aquellos datos que consten en tales sistemas computarizados de información.   
 
25. Es preciso introducir este último matiz, dado que no toda la información contenida en los 
expedientes se refleja en los historiales que aparecen en los  sistemas de información 
computarizada de los despachos.  Por tanto, los mensajes de datos registrados en estos 
últimos sólo operan como equivalentes funcionales respecto de los datos que aparecen 
consignados en ellos. 



 
(…) 
 
26.  En el caso que ocupa a la Corte se presentó una discrepancia entre la fecha de una 
actuación procesal, a saber, la notificación del auto admisorio de la demanda al demandado, 
registrada en el acta de notificación que obra en el expediente, donde aparece fechada el 3 
de mayo de 2006, y la fecha consignada para la misma actuación en el sistema de información 
computarizado del juzgado, en el que aparece fechada el 4 de mayo del mismo año.  Una de 
las partes pretende hacer valer el mensaje de datos que contiene esta última fecha como un 
equivalente funcional del acta de notificación que consta por escrito en el expediente, para 
efectos de contabilizar el término de traslado para contestar la demanda y proponer 
excepciones establecido en la ley. 
 
Como quedó establecido, conforme a la legislación colombiana es posible considerar que tales 
mensajes de datos son un equivalente funcional de la información escrita en el expediente.  
Por tanto, en el presente caso puede afirmarse que el titular del Juzgado 6 Civil Municipal de 
Bogotá, al desestimar por extemporáneas las excepciones formuladas por el apoderado del 
señor Morales Parra y al denegar los recursos interpuestos frente a tal decisión, dejó de 
aplicar normas vigentes relevantes para el caso a decidir, sin justificar en modo alguno el por 
qué de esta omisión.  Normas cuya consideración habría llevado a esta autoridad judicial, si 
no a emitir providencias con contenido distinto, si al menos a plantearse la existencia de un 
problema importante respecto a la contabilización de los términos en este caso; problemática 
que fue ignorada por completo en sus decisiones. 
 
(…) 
 
30.  Lo que no aparece determinado es si este deber de vigilancia de las actuaciones judiciales 
sólo se satisface con la lectura directa de los expedientes, o si puede cumplirse mediante la 
consulta de los demás mecanismos de información que utilizan los despachos judiciales para 
publicitar sus actuaciones.   
 
Si, como quedó establecido antes, los datos relativos al historial de los procesos y la fecha de 
las actuaciones judiciales registrados en los sistemas de información computarizada de los 
juzgados, constituyen equivalentes funcionales de la información escrita que reposa en los 
expedientes en relación con estos mismos datos, cabe concluir que los abogados satisfacen 
su deber de vigilancia, sólo en relación con estos datos, se insiste en ello, a través de su 
consulta en las pantallas de los computadores de los despachos judiciales.   
 
(…) 
 
41.  En definitiva, en el presente caso tuvo lugar un defectuoso funcionamiento de la 
administración de justicia, al registrarse un error en el sistema de información computarizado 
del Juzgado 6º Civil Municipal de Bogotá, acerca de la fecha de notificación del auto admisorio 
de una demanda, dato del cual dependía la contabilización del término de traslado para 
contestar y proponer excepciones.  Correspondía a las autoridades judiciales asumir la 



responsabilidad por dicho error y, en todo caso, evitar que con él se afectara la buena marcha 
del proceso y los derechos fundamentales de las partes.” 
 

 
PRETENSIONES 
 
Con base en lo anterior, respetuosamente elevo al Despacho las siguientes peticiones: 
 
Primera. Declarar la nulidad de la audiencia celebrada el 25 de julio, por no haber sido 
notificadas las partes en debida forma. 
 
Segunda.  Como consecuencia de la nulidad, proceder a programar y realizar len próxima 
fecha, previa notificación a las partes. 
 
Si otro particular, del señor Juez 
 
Cordial saludo, 
 
 
 
 
FERNANDO RUIZ ACOSTA 


